PROYECTO DE RESOLUCION

La Cámara de Diputados de la Provincia de Santa Fe 

RESUELVE:

1- Realizar una Jornada especial sobre el análisis de una reforma urgente, acabada y global del CODIGO DE PROCEDIMIENTO PENAL DE LA PROVINCIA DE SANTA FE. Ley 6740 (t.o Dto 1009/81).

2- Fíjese como fecha para la referida jornada especial el día 27 de julio del corriente año a las 13 horas en el Recinto de la Honorable Cámara de Diputados de la Provincia de Santa Fe.

3-  Se invitará a estos fines a través del organismo correspondiente de la Honorable Cámara de Diputados, a las/os señores/as Diputados/as y Senadores/as de la provincia, Miembros  de la Corte Suprema de Justicia, al Colegio de Magistrados de la Provincia, Fiscales y Defensores de los Tribunales Provinciales, las Cátedras de Derecho Penal y Derecho Procesal Penal de las distintas Universidades de Derecho de la Provincia, doctrinarios y panelistas.
4- Serán citados los funcionarios responsables, del Ministerio de Justicia, Ministerio de Gobierno, juntamente con la Secretaría de Justicia y de cada una de las áreas con competencias relacionadas.

5- Se cursará invitación a la comunidad en general, a fines de que la población participe de la jornada en cuestión 

6- De forma.-

FUNDAMENTOS:


La realidad social, económica y política de nuestros tiempos esta marcando sin  dudas lugares de conflictividad que exigen respuestas. Respuestas urgentes, pero a la vez garantizadoras de derechos constitucionales. Respuestas eficaces, pero también coherentes con el ideario de un estado de derecho. 

Cuando comparamos, entonces, esta conflictividad emergente con las respuestas débiles en cuanto a las cualidades que marcamos más arriba como ineludibles, nos encontramos con una cuestión inconexa. Por qué? 

Cuál es la respuesta que se le ha dado desde la gestión de gobierno a esta conflictividad de que hablamos, incluyendo problemáticas como la pobreza, el delito, la marginalidad, la corrupción institucional? Una resolución altamente punitiva. Así, la legislatura nacional ha incrementado la inflación punitiva, con el dictado de numerosas leyes especiales que han tenido como efecto inmediato el aumento de las penas y la creación de nuevas conductas penalmente relevantes. Este fenómeno es conocido como la criminalización primaria, que responde al diseño legislativo que ofrece el mapa de las conductas penadas, y que es la reacción más facilista y en algún punto hasta demagógica, sin tener en cuenta las consecuencias de más largo alcance de resonancia social.

Todo esto que describimos atañe a la cuestión de fondo, concierne al Derecho penal propiamente dicho. Sin embargo, no debemos quedarnos de brazos cruzados mirando cómo se definen políticas represivas desde el ámbito de la legislatura nacional. A este cuerpo compete, porque compete a la Provincia de Santa Fe, el definir el cómo se llevará a cabo la realización de la pretensión punitiva, el cuándo, dónde, quiénes y cómo.

Todas estas cuestiones no son menores. Si recordamos la frase de E. Beling, un destacado autor en la materia, él nos dice que el Derecho Penal no le toca al imputado ni un solo pelo. Es el Derecho Procesal Penal el que definirá las relaciones entre la pretensión punitiva plasmada en las leyes de fondo, y cada persona en particular.

Tan importante es entonces nuestra labor.

Y porque sabemos, además, que el modelo de enjuiciamiento penal santafesino es tomado como ejemplo de “dinosaurio nacional” en ámbitos académicos. Las críticas arrecian además desde distintos flancos de interés: doctrinarios que lo califican de retrogrado e ineficiente, el poder político ha intentado perfilar distintos proyectos en vista de reformas totales o parciales, y la opinión pública, que asocia la inseguridad con deficiencias del enjuiciamiento penal.

Y bien, a nosotros nos cabe la responsabilidad  del cambio. A los legisladores de la Provincia de Santa Fe. Por eso, esta sesión de carácter especial debe tener como objetivo llevar el tratamiento de la reforma del Código de Procedimiento Penal a la legislatura, para que la sociedad toda pueda asegurar cierto grado de participación y sea tenida en cuenta.

Otro motivo insoslayable para impulsar un cambio es la relación Estado – Persona a la que, como integrantes de uno de los tres Poderes del Estado, no podemos permanecer ajenos. Así, frente a la gran antítesis entre libertad y poder que domina toda la historia humana, es buena y es defendible la solución que amplía la esfera de la libertad y restringe la del poder, sin olvidar que el sostenimiento del valor justicia es uno de los fines del Estado. Se trata, entonces, de un delicado equilibrio que requiere de herramientas, y en este caso, son herramientas jurídicas en cuya elaboración estamos comprometidos, y deben estarlo también las voces de técnicos en el tema, sin olvidar la legitimación social del tema.

La necesidad de que especialistas y analistas abran sus opiniones a la comunidad responde a la búsqueda de consenso democrático, búsqueda de legitimación basada en la participación, posibilitado por los diferentes ámbitos y fundamentado en un debate serio y responsable  para darle tratamiento adecuado a una realidad tan compleja.

Y además, el momento es ahora. Por qué? Cuánto más vamos a esperar, teniendo en cuenta que están frescos aún en nuestra memoria dos de los más aberrantes sucesos que ha movilizado a nuestra sociedad? Hablo por ejemplo de Sandra Cabrera, la trabajadora sexual asesinada, caso en el que lo obsoleto de nuestro sistema procedimental  perjudicó gravemente el esclarecimiento de los hechos. No es desacertado pensar por ejemplo, que de haber existido la articulación de un sistema de protección de testigos, hubiera sido más fácil la producción de pruebas a los fines de la investigación penal.

Pero hablo también de la masacre de la Cárcel de Coronda del 11 de abril de 2005, donde los internos en un alto porcentaje no tienen aún sentencia firme, es decir, no están condenados sino procesados, no tienen una declaración definitiva de certeza acerca de la atribución de responsabilidad que se les imputa. Claramente violatorio por otra parte, de principios y garantías que amparan derechos constitucionales, como el de inocencia por ejemplo. Otro conflicto en el mismo ámbito se da cuando los condenados no cuentan con una modalidad de ejecución de la pena que les posibilite minimamente, una adecuada reinserción social. Redunda decir que esta situación ya ha sido denunciada por nosotros, observando que la situación carcelaria se caracteriza por unos rasgos de obscenidad que reflejan una situación insostenible: hacinamiento, presos-enfermos que reconvierten la cárcel en una pena corporal, clientelas penitenciarias que provienen de los sustratos sociales menos favorecidos, sistemas penitenciarios de extrema dureza, aislamientos celulares que aniquilan paulatinamente a sus habitantes...

Situación  que no nos es ajena en cuanto a nuestra función legisferante, por cuanto la ley nacional 24.660 se propone, paradojalmente, aquel objetivo de reinserción social, ley a la cual adherimos en el año 1999 mediante la correspondiente normativa provincial (ley 11.661).

Estos hechos develan aún más la falencia de este Código de forma provincial, al que han intentado actualizar mediante distintos proyectos. Sin pretender hacer un análisis pormenorizado, podemos nombrar el proyecto bicameral de 1993, ampliamente debatido y cuyos institutos sostienen con inusitada vigencia las propuestas más modernas en el ámbito legisferante, en el marco de la organización política republicana, no olvidando el proyecto del Poder Ejecutivo del año 2004.

Reiterando entonces que el contar con un procedimiento penal ágil y eficaz, pero a la vez respetuoso de las garantías constitucionales, responde a un interés de primer orden, considerando imprescindible traer al recinto una discusión tan indispensable, en miras a reivindicar el valor justicia en el ámbito de nuestra Provincia de Santa Fe.

Por todo lo expuesto, pido a mis pares me acompañen en la firma del presente proyecto de declaración.

